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ESCUELA JUDICIAL RODRIGO LARA BONILLA
LISTA DE CHEQUEO – ADOPCIÓN DE MEDIDAS PARA DICTAR SENTENCIA ANTICIPADA 

DISPOSICIONES A APLICAR 

Artículo 38 L. 2080 de 2021 (Parágrafo 2° del artículo 175 del CPACA)
Artículo 42 L. 2080 de 2021 (adiciona 182A al CPACA)

Elaborada por: 		WILMAR EDUARDO RAMÍREZ ROJAS
Fecha:   			23/07/2021
Medio de control: 		REPARACIÓN DIRECTA
Demandante:		DANIEL FRANCISCO GALEANO ORTIZ Y OTROS
Demandado:		NACIÓN – FISCALIA GENERAL DE LA NACION Y OTRO


	VERIFICACIÓN DE REGLAS PROCESALES PARA EMISIÓN DE SENTENCIA ANTICIPADA

Verifique que el término de traslado de la demanda se encuentra vencido y que no hay excepciones previas que resolver o no se advierta el incumplimiento de requisitos de procedibilidad.

(Arts. 172, 175, 199 del CPACA)


Nota: para posibilitar que se pueda proferir sentencia anticipada, es necesario agotar de manera previa varios trámites dispuestos en el artículo 182A, esto es, las medidas que se señalan a continuación. 

	1. SENTENCIA ANTICIPADA ANTES DE LA AUDIENCIA INICIAL 

 (Numeral 1° del artículo 182A del CPACA)

a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;  

b) Cuando no haya que practicar pruebas;  

c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o desconocimiento;  

d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles.X


Cuando se verifique que procede la sentencia anticipada por alguno de los casos antes descritos, el juez o magistrado ponente debe: 

· Proferir auto donde debe pronunciarse sobre las pruebas cuando a ello hubiere lugar, aplicando el artículo 173 del CGP. 
· En la misma providencia debe fijar el litigio u objeto de la controversia. 

En firme las decisiones antes señaladas, se debe: 

· Correr traslado para alegar de conclusión en la forma prevista en el inciso final del artículo 181 del CPACA, y, 

· En la providencia que así lo ordene, se debe indicar la razón, o razones, por la cual se dictará sentencia anticipada, la cual se expedirá por escrito posteriormente.  

· Luego de desarrollar el trámite anterior, no obstante estar cumplido los presupuestos para dictar sentencia anticipada con base en el numeral 1° del artículo 182A del CPACA, si el juez o magistrado ponente considera necesario realizar la audiencia inicial podrá hacerlo, para lo cual se aplicará lo dispuesto en los artículos 179 y 180 del CPACA.

Nota: 
El traslado para alegar puede disponerse en una providencia posterior y diferente de la que se pronuncia sobre las pruebas y fija el litigio, o también puede decretarse en esta última, ordenándole a la respectiva Secretaría que una vez en firme el pronunciamiento sobre las pruebas y la fijación del litigio, porque no se presentaron recursos, sin necesidad de una nueva providencia, corra a las partes el respectivo traslado para alegar. (Ver providencia de la Sección Segunda – subsección B del Consejo de Estado. Consejera Ponente: Sandra Lisset Ibarra Vélez. veintiuno (21) de junio de dos mil veintiuno (2021). Referencia del expediente: 11001032500020180079100 (3026-2018). 

	2. SENTENCIA ANTICIPADA EN CUALQUIER ESTADO DEL PROCESO, CUANDO LAS PARTES O SUS APODERADOS DE COMÚN ACUERDO LO SOLICITEN, SEA POR INICIATIVA PROPIA O POR SUGERENCIA DEL JUEZ 

(Numeral 2° del artículo 182A del CPACA)


Analizar las siguientes situaciones y proferir las decisiones que corresponde así: 

a. Si en el proceso intervienen litisconsortes necesarios, la petición deberá realizarse conjuntamente con estos;

b. Si la solicitud se presenta en el transcurso de una audiencia, se dará traslado para alegar dentro de ella y, surtido el traslado para alegar, se proferirá sentencia oral o escrita;

c. Si la solicitud se hace por escrito, las partes podrán allegar con la petición de emisión de sentencia anticipada, sus alegatos de conclusión, de lo cual, se dará traslado por diez días comunes al Ministerio Público y demás intervinientes, a través de providencia escrita en la que se acepte la petición proveniente de las partes de proferir sentencia anticipada;

d. Con la aceptación de esta petición por parte del juzgador, se entenderán desistidos los recursos que hubieren formulado los peticionarios contra decisiones interlocutorias que estén pendientes de tramitar o resolver; y

e. El juzgador rechazará la solicitud cuando advierta fraude o colusión




	3. EN CUALQUIER ESTADO DEL PROCESO, CUANDO EL JUZGADOR ENCUENTRE PROBADA LA COSA JUZGADA, LA CADUCIDAD, LA TRANSACCIÓN, LA CONCILIACIÓN, LA FALTA MANIFIESTA DE LEGITIMACIÓN EN LA CAUSA Y LA PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA

(Numeral 3° del artículo 182A del CPACA)

En estos eventos se debe proceder de la siguiente manera: 

a. Se correrá traslado para alegar, y en la providencia que así lo ordene, el juzgador precisará sobre cuál o cuáles de las excepciones se pronunciará; y

b. Escuchados o revisados los alegatos se proferirá sentencia anticipada, pero también se podrá reconsiderar la decisión de proferir sentencia de manera anticipada, y, en consecuencia, se continuará el trámite normal del proceso.

[bookmark: _GoBack]Nota: en el caso de la transacción, enlistada en el tercer evento en el que se puede dictar sentencia anticipada, se procederá en la manera que a continuación se describe. 

	4. EN CASO DE ALLANAMIENTO O TRANSACCIÓN 

(Numeral 4° del artículo 182A del CPACA)

En estos casos, el trámite será el siguiente: 

a. Se dictará sentencia anticipada de manera inmediata, en aplicación del artículo 176 del CPACA; pero

b. El juzgador podrá rechazar el allanamiento o la transacción, y decretar pruebas de oficio, cuando advierta fraude o colusión o lo pida un tercero que intervenga en el proceso, también en aplicación del artículo 176 del CPACA; y

c. Cumplido lo anterior, el juzgador podrá proferir sentencia anticipada inmediatamente -si ha desaparecido la sospecha de fraude o colusión-, o continuará el trámite normal del proceso.
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JUZGADO SEGUNDO ADMINISTRATIVO ORAL DEL CIRCUITO DE IBAGUÉ 
Ibagué, veintitrés (23) de julio de dos mil veintiuno (2021). 
 
 
RADICACIÓN:  		73001-33-33-002-2020-00130-00 
MEDIO DE CONTROL:  	REPARACIÓN DIRECTA. 
DEMANDANTE: 		DANIEL FRANCISCO GALEANO ORTIZ Y OTROS
DEMANDADO: 		NACIÓN – FISCALIA GENERAL DE LA NACION Y OTRO
ASUNTO: 	Auto resuelve excepciones previas.   
 

Encontrándose el expediente al Despacho, es menester resolver las excepciones previas propuestas, de conformidad con lo establecido en el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 que modificó el parágrafo 2° del artículo 175 de la Ley 1437 de 2011, resolución conforme lo señalan los artículos 100, 101 y 102 del C.G. del P. 

1. Excepciones Propuestas.

En el caso bajo análisis se observa, que la FISCALIA GENERAL DE LA NACIÓN en su contestación de la demanda propuso las excepciones que denominó[footnoteRef:1]: FALTA DE LEGITIMACION MATERIAL EN LA CAUSA POR PASIVA, INEXISTENCIA DE LA FALLA DEL SERVICIO, INEXISTENCIA DEL DAÑO ANTIJURIDICO, INEXISTENCIA DEL NEXO DE CAUSALIDAD, CULPA EXCLUSIVA DE LA VICTIMA [1:  ARCHIVO 013.2020-00130 FOLIO 11 DEL EXPEDIENTE DIGITALIZADO.] 


A su turno, la NACIÓN -RAMA JUDICIAL- DIRECCIÓN EJECUTIVA DE LA ADMINISTRACIÓN JUDICIAL[footnoteRef:2], presentó las excepciones de: INEXISTENCIA DE PERJUICIOS, CULPA EXCLUSIVA DE LA VICTIMA”. [2:  ARCHIVO 021.2020-00130 FOLIO 16 DEL EXPEDIENTE DIGITALIZADO ] 


· TRASLADO DE LAS EXCEPCIONES.

Dentro del término del traslado de las excepciones, la apoderada de la parte demandante manifestó lo siguiente: 

Frente a la excepción propuesta por la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, relacionada con la falta de legitimación en la causa, donde asegura que dicha entidad no tiene facultades de jurisdicción y no es la que impone la medida de aseguramiento, se opone a dicha manifestación, al considerar que la actuaciones adelantadas por la Policía Judicial no eran suficientes para soportar una solicitud de medida de aseguramiento, más cuando los hechos que dieron lugar al presunto acto delictuoso no eran claros, contundentes y precisos los cuales fueran capaces de soportar una legalización de captura, formulación de imputación y menos una solicitud de medida de aseguramiento en centro carcelario. Situaciones, que permiten que a la entidad demandada se le impute una responsabilidad por los hechos y actuaciones realizadas. 

· PRONUNCIAMIENTO DEL DESPACHO.

I. DE LA EXCEPCIÓN DENOMINADA FALTA DE LEGITIMACIÓN MATERIAL EN LA CAUSA POR PASIVA. 

Excepción que fue propuesta por la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN, y frente a la que inicialmente debe decirse que este medio exceptivo tendría el carácter de previo, no obstante, y en atención a diferentes pronunciamientos que ha efectuado tanto el H. Consejo de Estado como el Tribunal Administrativo del Tolima, esta excepción tiene la connotación de ser de carácter mixto, debiendo ser resuelta al momento que se dicte sentencia, conforme al material probatorio que sea aportado en el expediente, tal y como ocurre en el proceso de la referencia. 

Si bien, el parágrafo segundo del artículo 175 del C.P.A.C.A., modificado por el artículo 38 de la Ley 2080 de 2021 señaló que el Juez antes de la audiencia inicial podía declarar terminado el proceso, ante el progreso de una excepción previa, lo cierto es que en este asunto el Despacho diferirá su resolución para el momento en que se decida de fondo el asunto, en el entendido que prima facie no se avizora su procedencia. Será, entonces allí, donde se estudiará su legitimidad material en la causa pasiva y su responsabilidad o no en el asunto.

Finalmente, en cuanto a las restantes excepciones propuestas por cada una de las entidades demandadas, por referirse al fondo del asunto, serán resueltas al momento de dictar sentencia. 

2. Posibilidad de dictar sentencia anticipada. 

En concordancia con la constancia secretarial que antecede, y de acuerdo con los postulados del artículo 42 de la Ley 2080 de 2021, por medio del cual se adiciona el artículo 182A de la Ley 1437 de 2011, se estableció la posibilidad de dictar sentencia anticipada en algunos procesos tramitados ante esta jurisdicción, como son los asuntos de puro derecho, cuando no se haya que practicar pruebas, cuando las aportadas con la demanda y contestación no sean susceptibles de tacha o desconocimiento, el Juez mediante auto se pronunciara sobre las pruebas y fijará el litigio. Cumplido lo anterior, se correrá traslado común a las partes para alegar de conclusión. 

Así las cosas, y como quiera que el presente caso se configura en una de dichas causales, esto es, la contemplada en el literal d) del numeral 1º del artículo 182A ibidem, cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o inútiles, el Juzgado procederá de conformidad. 

2.1. FIJACIÓN DEL LITIGIO. 

Partiendo del texto de la demanda y de las razones de defensa expuestas tanto por la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN como por la RAMA JUDICIAL, junto con las pruebas allegadas se encuentra tiene lo siguiente:

· Que el 30 de abril de 2018 el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Lérida, profirió sentencia de carácter absolutorio a favor de Cristian Humberto Lezcano Alvarez y DANIEL FRANCISCO GALEANO ORTIZ, por el delito de hurto calificado. (Así se observa en el archivo 06. Anexos a folio 1 – 23 del expediente digitalizado).
       
· El 09 de julio de 2018 el Tribunal Superior Sala Penal, magistrado ponente Héctor Hernández Quiroga, resolvió confirmar la sentencia objeto de impugnación. (Así se observa en el archivo 06. Anexos a folio 28 –32 del expediente digitalizado).    

· En la demanda se reprocha a las entidades demandadas la privación injusta de la libertad de la que fue víctima el señor DANIEL FRANCISCO GALEANO ORTIZ, por razón del proceso penal 73408-6099-042-2017-00087, que se adelantó en su contra por la presunta comisión del delito hurto calificado y agravado, y que terminó con la sentencia absolutoria de fecha 30 de abril de 2018, proferida por el Juzgado Segundo Promiscuo Municipal de Lérida Tolima con Funciones de Conocimiento.  

· Por su parte, la Rama Judicial se opone a las pretensiones indicando, que la actuación de la entidad que representa se hizo conforme al ordenamiento jurídico penal vigente y bajo la ritualidad procesal.

· A su turno, la Fiscalía General de la Nación alegó que dadas las circunstancias en la que ocurrieron los hechos, estaban dadas totas las condiciones para la legalidad de la captura, imputación y la privación de la libertad del investigado, por cuanto se infirió razonablemente que era autor del delito que se le imputaba. En lo demás, sostiene que obró en cumplimiento de un deber legal, que la decisión de privación de la libertad fue adoptada por el Juez de conocimiento lo cual configura la falta de legitimación en la causa por pasiva.

 En ese contexto, el Juzgado fija el litigio en los siguientes términos:

Corresponde determinar si, ¿Se configuran o no todos y cada uno de los elementos constitutivos de responsabilidad administrativa en contra de la NACIÓN – RAMA JUDICIAL – DIRECCIÓN EJECUTIVA DE ADMINISTRACIÓN JUDICIAL y la FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN por los presuntos daños y perjuicios reclamados por los demandantes, como consecuencia de la privación de la libertad dictada en contra del señor DANIEL FRANCISCO GALEANO ORTIZ?

2.2. DECRETO DE PRUEBAS.

2.2.1. Pruebas parte demandante.

2.2.1.1. Téngase como pruebas las documentales que fueron aportados con la demanda, a las cuales se les otorgará el valor probatorio que en derecho corresponda al momento de proferir la correspondiente sentencia. 

2.2.1.2. Frente a la prueba pericial solicitada a fin de determinar los efectos que puede llegar a tener la privación de la libertad en una persona, el Despacho procede a negarla bajo los siguientes argumentos:

Conforme al contenido del artículo 211 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo en los procesos que se adelanten ante la jurisdicción en lo contencioso administrativo, en lo que no esté expresamente regulado en este código, se aplicarán en materia probatoria las normas del Código de Procedimiento Civil.

Al respecto, el artículo 168 del Código General del Proceso establece que “El juez rechazará, mediante providencia motivada, las pruebas ilícitas, las notoriamente impertinentes, las inconducentes y las manifiestamente superfluas o inútiles”, así mismo el artículo 169 ibídem dispone que “Las pruebas pueden ser decretadas a petición de parte o de oficio cuando sean útiles para la verificación de los hechos relacionados con las alegaciones de las partes...” De la norma que antecede, se desprende claramente el rechazo tanto de las pruebas inconducentes como de las legalmente prohibidas o ineficaces, y las que versen sobre hechos notoriamente impertinentes; directrices que imponen al Juez el deber de valorar las pruebas solicitadas por las partes para considerar si cumplen o no con los requisitos de legalidad, utilidad, conducencia y pertinencia, en relación con los hechos objeto del proceso, para determinar si se debe proceder a su decreto o a la negativa de su práctica. 

En el presente caso, la parte demandante con el escrito de demanda pretende que se designe de la lista de los auxiliares de la justicia a un perito experto en Psicología o Psiquiatría a fin de que determine los efectos psicológicos que ocurren en una persona al estar privada de la libertad, dicha prueba debe ser negada por cuanto el Consejo Estado en sentencia de unificación[footnoteRef:3] ha reiterado que: [3:  Consejero ponente: CARLOS ALBERTO ZAMBRANO BARRERA Bogotá, D.C., dieciocho (18) de julio de dos mil diecinueve (2019) Radicación número: 73001-23-31-000-2009-00133-01(44572)] 


“En casos de privación injusta de la libertad y con apoyo en las máximas de la experiencia, 	hay lugar a inferir que esa situación genera dolor moral, angustia y aflicción a las personas 	que por esas circunstancias hubieren visto afectada o limitada su libertad[footnoteRef:4]; en la misma línea de pensamiento se ha considerado que dicho dolor moral también se genera en sus seres queridos más cercanos, tal como la Sala lo ha reconocido en diferentes oportunidades, al tiempo que se ha precisado que según las aludidas reglas de la experiencia, el dolor de los padres es, cuando menos, tan grande como el del hijo que fue privado injustamente de su libertad, cuestión que cabe predicar por igual en relación con el 	cónyuge, compañera o compañero permanente o estable o los hijos de quien debió soportar directamente la afectación injusta de su Derecho Fundamental a la libertad.  [4:  Entre otras, Sentencia de 14 de marzo de 2002, exp. 12.076. M.P. Dr. Germán Rodríguez Villamizar.] 


Asimismo, en relación con la acreditación del perjuicio en referencia, se ha dicho que con la prueba del parentesco o del registro civil de matrimonio se infiere la afectación moral de la víctima, del cónyuge y de los parientes cercanos, según corresponda. Respecto del quantum al cual deben ascender estos perjuicios, según la jurisprudencia de la Sala que aquí se reitera, se encuentra suficientemente establecido que el Juez debe tener como fundamento el arbitrio judicial y debe valorar, según su prudente juicio, las circunstancias propias del caso concreto, para efectos de determinar la intensidad de esa afectación, con el  fin de calcular las sumas que se deben reconocer por este concepto”[footnoteRef:5] [5:  Consejo de Estado. Sección Tercera. Subsección A. Sentencia del 27 de junio de 2013. Expediente 31033.] 


A partir de lo anterior, es claro que existe sentencia de Unificación que determina y cuantifica el daño psicológico que sufre una persona privada de la libertad, por lo que claramente el objeto de la prueba resulta inconducente e inútil, máxime cuando la petición de la prueba es general y abstracta, y no se solicitó la valoración al accionante si es que se pretendía demostrar un perjuicio mayor, ya que solo se señala “…se nombre de la lista de los auxiliares de la justicia un perito experto en Psicología o Psiquiatría para que determine mediante concepto técnico e idóneo, los efectos que puede llegar a tener la privación de la libertad en una persona.”, razones por la que se deniega su decreto.

2.2.1.3. Niéguese la solicitud de requerir al Juzgado Segundo Promiscuo Municipal con Funciones de Conocimiento de Lérida, para que allegue copia del proceso radicado No. 73408 6099 042 2017 00087 y el NI 022, toda vez que la solicitante no cumplió con lo contemplado en el artículo 173 del C.G.P., en tanto pudo solicitarlas mediante derecho de petición y no lo hizo. Así mismo, por cuanto según se indica, la finalidad de la prueba es demostrar la existencia del hecho, el daño antijuridico y el nexo causal, finalidad que se logra acreditar con los documentos allegados con el escrito de demanda, esto es las sentencias de primera y segunda instancia donde claramente se encuentran detallados los hechos y actuaciones adelantados en el proceso penal, resultando inútil su decreto.

2.2.2. Pruebas parte demandada.

2.2.2.1. RAMA JUDICIAL. 

Téngase como pruebas las documentales que fueron aportadas con la contestación de la demanda, a las cuales se les concederá el valor probatorio correspondiente al momento de dictar sentencia. Con la contestación de la demandada no se solicitaron pruebas.

2.2.2.2. FISCALÍA GENERAL DE LA NACIÓN 

Téngase como pruebas las documentales que fueron aportadas con la contestación de la demanda, a las cuales se les concederá el valor probatorio correspondiente al momento de dictar sentencia. Con la contestación de la demandada no se solicitaron pruebas.

3. OTRAS DETERMINACIONES. 

3.1. Reconózcase personería a la profesional del derecho CLAUDIA PATRICIA ACEVEDO VASQUEZ, portadora de la Tarjeta Profesional No. 108.981 expedida por el C.S.J., para que actúe como apoderada de la parte demandada FISCALIA GENERAL DE LA NACION, en los términos y para los efectos del poder conferido visto en expediente digital (folio 21 archivo 013. 2020-00130 contestación).

3.2. Reconózcase personería adjetiva al profesional del derecho JUAN PAULO RIVAS GAMBOA, portador de la Tarjeta Profesional No. 183.844 expedida por el C.S.J., para que actúe como apoderado de la parte demandada RAMA JUDICIAL- DIRECCIÒN EJECUTIVA DE LA ADMINISTRACIÓN JUDICIAL, en los términos y para los efectos del poder conferido (folio 2 archivo 014. 2020-00130 contestación).

3.3. En firme esta decisión, ingrésese inmediatamente el proceso al Despacho para dictar auto corriendo traslado para alegar de conclusión.   

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

WILMAR EDUARDO RAMIREZ ROJAS
JUEZ 
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